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                                 EL DERECHO SINDICAL Y LA ACCIÓN JUDICIAL

                                                                                           ALICIA GRACIELA ULLA DE TORRESAN

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA

Autos: "SOSA SERGIO GABRIEL C/ MUNICIPALIDAD DE COSQUIN DEMANDA LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN"

Sentencia N° 60

08-05-08

AGRESIÓN A LA FUNCIÓN - AUSENCIA DE ACCIÓN DE DESAFUERO - PROCEDENCIA DE LA SANCIÓN: EXIGENCIA DE FINALIDAD PERJUDICIAL DE LA GESTIÓN SINDICAL

“El aspecto sustancial traído a resolución de esta Sala se asienta en un sostenido y reiterado criterio en orden a que el amparo legislado por la ley de Asociaciones Sindicales exige, previamente, la agresión a la función (Sentencias Nros. 107/94, 278/96, 126/01, 72/02,  75/02, 100/06, etc.). Entonces, la sola ausencia de la acción de desafuero no genera inmediatez en la sanción, si se patentiza que la finalidad no fue perjudicar la gestión sindical. Y es desde este punto de vista que los acontecimientos de la causa debieron ser analizados. En el subexamen la no renovación del contrato que ligaba al actor con la hoy demandada, obedeció a estrictas razones económicas y de servicios –reestructuración del plantel-  y junto al resto del personal que, al igual que él, habían suscripto contratos de locación de servicios y/u obra para desempeñarse en distintos sectores de la Municipalidad de la Ciudad de Cosquín. Por ello, la desvinculación no aparece como un hostigamiento directo a la función sindical de Sosa y cuyo ejercicio efectivo es lo que protege el referido ordenamiento. Más aún, si el reclamante asumió la representación en el contexto y con los límites de la situación de revista que tenía –contratado-, circunstancia que no cuestionara antes de interponer el amparo. En  tales  condiciones,  corresponde  casar   el  pronunciamiento –art. 104 CPT-. Entrando al fondo del asunto y por las razones expuestas, debe rechazarse la demanda en todos sus términos”.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA

Autos: "WISNIVETZKY ROBERTO A. C/ LIBERTADOR MOTORS S.A. – ORDINARIO –ESTATUTOS ESPECIALES– RECURSO DIRECTO”(20468/37) 
29-05-08

Sentencia N° 85

INDEMNIZACIÓN ART. 52 LAS-ALCANCE PROTECCIÓN JURÍDICA-EMPRESAS VINCULADAS CON EL MISMO PLANTEL-IMPOSIBILIDAD DE DUPLICACIÓN DE REPRESENTACIÓN SINDICAL

“La protección jurídica que otorga la ley 23.551 a todo dirigente sindical, por medio de los mecanismos preventivos y reparatorios frente a las prácticas antisindicales, obedece a la función que debe cumplir. A su vez, dicha tutela no procura per se un resarcimiento económico para el afectado por el obrar antijurídico de la empleadora, sino asegurar el pleno ejercicio de la acción sindical y la defensa de los derechos e intereses de los trabajadores a los que representa. Las particulares circunstancias del caso denotan que, tratándose de empresas vinculadas con el mismo plantel de viajantes -según relatara el propio actor en su demanda-, no existe la posibilidad de una doble representación por lo que a todas luces resulta excesivo el resguardo otorgado frente a la unicidad de la gestión gremial. Más aún, teniendo en cuenta las características del cargo que ostenta Wisnivetzky.... En consecuencia, corresponde anular la sentencia y entrando al fondo del asunto (art. 105 CPT), reducir la condena conforme lo expuesto precedentemente”.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA

Autos: "ACHA MERCADO RAUL C/ O.P.I.H.M.P. Y OTRO - DEMANDA - RECURSO DIRECTO”

Sentencia N° 79

05-09-06
LICENCIA GREMIAL: EFECTOS SOBRE EL CONTRATO DE TRABAJO. NATURALEZA DEL VÍNCULO ENTRE EL REPRESENTANTE Y LA ASOCIACIÓN SINDICAL

“...el nudo de la controversia radica en determinar si la designación del hoy reclamante resulta incompatible con la existencia de vínculo laboral con las entidades gremiales demandadas. De la doctrina y Jurisprudencia revisadas, se desprende que la licencia gremial produce una verdadera suspensión del contrato, que principalmente atañe a los aspectos fundamentales de la relación, como el deber de prestar tareas (por parte del trabajador) y el consiguiente de abonar la remuneración (en cabeza del empleador). Aunque esta circunstancia no impide que sea la asociación profesional quien compense, de alguna manera, los haberes dejados de percibir por quien asume la función. Pero también que la contraprestación a cargo del Sindicato no indica que la entidad se comporte como empleadora, pues no existe entre ella y el delegado una relación de trabajo subordinado en los términos de los arts. 21, 22 y 23 de la LCT, sino un vínculo de carácter institucional. Tampoco puede afirmarse que las sumas que se perciban puedan ser consideradas estrictamente “remuneración” o “salario”. En virtud de lo expuesto y aunque no haya mediado contrato de trabajo entre las partes, se acreditó que las accionadas compensaron las sumas dejadas de percibir por el trabajador durante los períodos en que este gozó de licencia en su empleo. Por esta razón correspondía abonar los montos en los períodos legales (art. 208 LCT) en los que se encontraba enfermo más allá del mandato fenecido. Es que al dejar de cumplir sus funciones normales se produce una suerte de desplazamiento de las obligaciones del empleador hacia la asociación representada (Vé. Ramallo...” Sent. Nº 81 19/8/03) …. En consecuencia, debe anularse la sentencia y entrar al fondo del asunto (art. 105, CPT)”.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA

Autos: "SCURTO FERNANDO C/ LOTERÍA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA S.E. – PROCEDIMIENTO SUMARIO - ACCIÓN DE REINSTALACIÓN – APELACIÓN EN ORDINARIOS – RECURSO DIRECTO" 92631/37

Sentencia: N° 121

09-11-2010

ACCIÓN DE REINSTALACIÓN - PROTECCIÓN GREMIAL - FINALIDAD

“1. El impugnante cuestiona la decisión que confirma en todos sus términos la procedencia de la reinstalación del actor en el cargo de “Jefe de Departamento” de la planta permanente de la Lotería de la Provincia de Córdoba S.E.-fs. 401/406 y 425/427 vta.-.

Manifiesta que media inobservancia del art. 177 de la Constitución Provincial; de los arts. 1°, 2° inc. b), 4°, 5° último párr., 14° inc. II, 31° inc. j), 32° último párr. de la ley 5.944, así como de los arts. 1° y 4° de la ley  N° 8.665 y de los arts. 1° y 3° inc. c) de la ley N° 8.837, todas provinciales.

Señala que es errónea la consideración plasmada en el pronunciamiento y remarca que la Carta Magna local establece que no pueden acumularse dos o más empleos de reparticiones públicas. El actor, entonces, no podía mantener la designación de “Jefe de Mesa” en la Administración Central y al mismo tiempo acceder al cargo de “Jefe de Departamento” como personal estable de la Lotería. Por otra parte, entiende que se omitieron las disposiciones de la ley 5.944 porque el accionante depende del Poder Ejecutivo de Córdoba.  En consecuencia, únicamente esta autoridad estaba legalmente habilitada para designarlo y también para aceptar su renuncia. La Lotería sólo está facultada para hacer las propuestas del caso, tal como lo indican las dos resoluciones adoptadas y son objeto del diferendo de autos. Agrega que la prohibición de acumular cargos no puede ser sorteada con el argumento de que el personal de la Lotería se rige por la Ley de Contrato de Trabajo ya que ello no empece al carácter público de la repartición.

Además objeta que Scurto estuviera dejando su cargo de “Jefe de Mesa” porque había presentado la renuncia condicionada al efectivo  nombramiento superior y ésta le fue aceptada por el Directorio en el acto mismo de designación. Concluye que el distracto aún no se había producido. Y que el demandante no perdió su empleo ni fue privado de su actividad sindical, sino que siguió revistando en su situación histórica. 

2.  La sentencia impugnada confirmó la nulidad de la resolución del Directorio de la Lotería N°  7121105-G mediante la cual fue dejada sin efecto la Res. N° 07113003-F, que dispuso designar al actor en el cargo de Jefe de Departamento. 

En tal sentido, la a quo concluyó que la incompatibilidad no fue invocada oportunamente como fundamento de la medida, y que si bien la legislación provincial veda la acumulación de cargos públicos permanentes en un mismo dependiente, es un obstáculo dirigido al régimen de derecho público, que  es el que Scurto estaba dejando. Como el personal permanente de la lotería se rige por la LCT, no existe esa restricción porque dicha normativa no la contempla. Tras agregar que el trabajador gozaba de protección gremial,  sostuvo que el comportamiento perjudicial al fuero debió presumirse porque las razones dadas para el cese no se ajustaron a la verdad ni a derecho. Si el empleador ya conocía la calidad de dirigente sindical del trabajador, no podía producir su baja sin promover previamente la acción correspondiente.

3. Así las cosas, el razonamiento expuesto para sustentar la evaluación del cuadro descripto, no se adecua a las particulares circunstancias del caso. Ello, porque en realidad la Resolución N° 7121105-G dejó sin efecto la  N° 07113003 por reestructuración y no había tenido comienzo de ejecución, ambos aspectos no estaban desvirtuados. Por el contrario, formaron parte de lo sucedido, y pasaron inadvertidos, poniendo de manifiesto que el fallo también resulta infundado. En especial cuando concluye que las motivaciones de la demandada no se ajustaron a la verdad ni al derecho.

La Administración Pública Provincial no había tomado razón de la renuncia del dependiente. Luego, el cese no estaba  perfeccionado, pese a lo cual se dispuso la segunda designación en simultáneo.  Abunda lo señalado, que la empleadora conociera la actividad gremial del reclamante antes de nombrarlo, por lo que la atribución de una maniobra antisindical carece de comprobación. En concreto,  nada se indica, para justificar que la  determinación del ente excedió el ámbito  propio  del  ejercicio  de las  facultades  organizativas que  le  competen  -según el mérito, la oportunidad y las necesidades del servicio-. En este marco, cierto es, además, que la incompatibilidad por la acumulación de cargos ya estaba presente. Como se trata de un impedimento de origen legal, que no haya sido invocado por la administración no impide a la eficacia de la revocación, que por otro lado, no afectó únicamente al accionante  (en igual sentido Sent. N° 01/10)

La designación de Scurto el 30/11/07 le otorgó un derecho en expectativa, porque fue dejado sin efecto apenas unos pocos días después (11/12/07), antes de que la baja en su cargo de revista se perfeccionara. Desde otro costado, la protección que consagra la ley 23.551 referida al modo en que se hace efectiva la tutela sindical, no puede interpretarse fuera del contexto normativo y teleológico. Para ello, instauró un sistema de protección especial en favor de los representantes gremiales para asegurar su ejercicio efectivo, con la garantía de la estabilidad. Es reiterado el criterio de esta Sala en orden a que se exige una agresión concreta a la función. Por lo que la sola ausencia de la acción de desafuero no genera inmediatez en la sanción si se patentiza que la finalidad no fue perjudicar el aspecto gremial  (Sents. Nros.  100/06; 80/05; 72, 24/02; 126/01; 278/96; 107/94; entre otras).
En definitiva, no perdió su empleo ni fue privado del ejercicio de su actividad sindical, sino que sigue revistando en su situación histórica (Vé. AI 494/09).

4. Según lo expuesto corresponde admitir el recurso y anular la resolución como se pide. Entrando al fondo de la cuestión (art. 105 CPT),  conforme se viene exponiendo, el peticionante no demostró las condiciones de procedencia de la acción instaurada, por lo que corresponde el rechazo”. (del voto de la mayoría integrada por los Dres. Luis Enrique Rubio y Carlos F. García Allocco).

“Entiendo que la decisión del Juzgador, que en grado de apelación ratificó la procedencia de la acción de reinstalación articulada por el trabajador, debe confirmarse. Es que es un hecho definitivamente fijado en la causa que al tiempo de la modificación de su situación laboral el Sr. Scurto gozaba de protección gremial. Luego no le resultan oponibles los actos de la administración, ni razones de reestructuración alguna, si no se efectivizó previamente la exclusión de tutela sindical. Este mecanismo denominado preliminar preventivo es de carácter obligatorio y opera como requisito de validez de la conducta del empleador, quien cuando desea adoptar algunas de las decisiones comprendidas en el ámbito de protección del instituto (despido, suspensión, modificación de las condiciones de trabajo) respecto de los sujetos legalmente amparados por esta garantía, antes debe requerir la aprobación del órgano judicial competente, acreditando la existencia de circunstancias que las justifiquen y que excluyan la posible motivación antisindical del comportamiento patronal. De tal manera, la eficacia de esos actos excede la mera voluntad unilateral, ya que para perfeccionarse debe concurrir ineludiblemente el pronunciamiento que los autorice. El art. 48 de la ley 23.551 con meridiana claridad tutela a los representantes gremiales estableciendo entre otras garantías que sus condiciones de trabajo no podrán ser modificadas mientras dure su mandato y hasta un año después de haber concluido el mismo, para evitar posibles represalias como consecuencia de la gestión sindical. Cualquier variación de las condiciones de trabajo conlleva una modificación arbitraria si previamente no se cumple con el trámite previsto en el art. 52 de la LAS. En esta dirección, las circunstancias apuntadas por la accionada referidas a que la revocación de la Resolución N° 07113003 que designó al actor en el cargo de Jefe de Departamento se enmarcó en una reestructuración y que además no había tenido comienzo de ejecución, no son atendibles si previamente, reitero, no instó la vía sumaria del pedido de exclusión de la tutela de la que gozaba Scurto. Y la supuesta incompatibilidad de cargos, de existir (teniendo en  cuenta la documentación de la renuncia), también debió debatirse con posterioridad al desplazamiento de la protección especial”.(disidencia Dra. María de las Mercedes Blanc de Arabel).

